Causa Nº 57.573/1ra. "ROBLEDO PUCH, CARLOS EDUARDO S/ INCDTE. POR

 AGOTAMIENTO DE PENA"




///San Isidro, 5 de Junio de 2008.


      AUTOS Y  VISTOS:


      Para resolver el presente pedido de libertad por agotamiento de la
pena formulado por el penado CARLOS EDUARDO ROBLEDO PUCH quien fuera
condenado por esta Sala a la pena de Prisión Perpetua con accesoria de
Reclusión por tiempo indeterminado por los delitos de Homicidio
Calificado reiterado (10 hechos), Tentativa de Homicidio Calificado,
Homicidio simple, Robo simple cometido en forma reiterada (16 hechos),
Robo Calificado, Violación Calificada, Tentativa de Violación
Calificada, Rapto reiterado (2 hechos), Abuso Deshonesto, Hurto simple
reiterado (2 hechos) y Daño, todos en concurso real y la Sra.
Defensora Oficial quien subsidiariamente además solicita su libertad condicional.


        Y CONSIDERANDO:


        Que lo resuelto por el Excmo. Tribunal de Casación Provincial en la
causa nº 10.383 en cuanto a que "En las incidencias de ejecución que
se sustancien ante las Cámaras Departamentales, la resolución que como
Juez de ejecución adopte uno de sus miembros -según el criterio
adoptado por la ley 12.060 en su artículo 8 b para los Tribunales
colegiados-, será recurrible por apelación ante la misma Sala de la
Cámara de Apelación y Garantías debidamente integrada, quedando la vía
casatoria abierta según las reglas generales de su procedencia".
(Acuerdo Plenario del 10/5/07) resulta de aplicación en los presentes actuados.


         Habiendo sido sorteado de conformidad con la certificación obrante
a fs. 43, corresponde entonces que cumpla la función de Juez de
Ejecución en los términos de los Arts. 25 y concdtes. del C.P.P. a los
efectos de dirimir las peticiones antedichas, posibilitando de tal
modo en caso que las partes lo requieran una más amplia revisión de la
resolución a través del recurso de apelación por la Sala que al efecto
se conforme y eventualmente por el recurso de casación en caso que
ello corresponda, tal lo ilustra el voto mayoritario del Acuerdo
Plenario aludido.


          Que a fs. 1/2 se halla el pedido de libertad por agotamiento de
pena efectuado por el penado Carlos Eduardo Robledo Puch basado en el
tiempo de detención que lleva cumplido.


           Que a los fines de garantizar un adecuado ejercicio del derecho de
defensa en juicio se corrió vista a la defensa oficial Dra. Patricia
A. Colombo quien a fs. 15/20 fundó el pedido de su asistido. Luego de
distintas referencias fácticas entendió que su pupilo llevaba detenido
treinta y ocho años, ocho meses y veintisiete días. Consideró que toda
pena tenía un fin resocializador citando al efecto la C.A.de D.H.
(art. 5.6) el P. de DC y P (art. 10.3) de rango Constitucional por
imperio del art. 75 inc. 2º C.N. y el art. 1º Ley 24.660. Considera
por ello que esos fines han sido satisfechos por el paso del tiempo,
pues lo contrario implicaría admitir el fracaso del Estado en el
progama resocializador. Citó a Zaffaroni, Fontán Balestra y S. Soler
para asentar su postura sobre la imposibilidad que una pena de
carácter perpetua no tenga culminación. Plantea la
inconstitucionalidad del art. 52 del Cód. Penal con cita del caso "Gramajo".


           Finalmente solicita la libertad condicional de su pupilo fundado
nuevamente en la amplitud con la que ha superado el plazo estipulado
en el Código de fondo.


           Corrido que le fue el traslado a la Fiscalía General, el Sr. Fiscal
Gral. Adjunto Rodrigo F. Caro, se opuso a la concesión de la libertad
por agotamiento de la pena, pues para ello es menester considerar
previamente el instituto de la libertad condicional, respuesta inicial
del sistema de la prevención especial positiva que establece nuesto
sistema penal (fs. 22). A su vez idéntica opinión contraria a la
postura de la defensa ha fundado a fs. 42 basándose en la letra del
art. 53 del C.P., y en el consecuente dictamen de la autoridad
penitenciaria a fs. 37/38.


           Que de conformidad con lo estipulado en los arts. 53 del C. Penal,
se pidió informe al Servicio Penitenciario Provincial el cual se
encuentra agregado a fs. 28/38.


           Que sintetizados la petición del penado y las posiciones de las
partes debe señalarse la imposibilidad de acceder a la solicitud por
agotamiento de pena pues la postura del interno y de la defensa no
cuenta con arraigo legal alguno.


           La cita que la Dra. Colombo formula en parte, de la obra del Dr.
Eugenio Raúl Zaffaroni (Derecho Penal parte general, pág. 125 Ed.
2000) es incompleta pues el mismo autor en la pág. 903/4 del mismo
libro señala que: "Hay una consecuencia de los principios de
irracionalidad mínima y de humanidad de las penas, que la doctrina
suele pasar por alto y que se vincula a la misma antropología
constitucional. La racionalidad republicana es inescindible de la soberanía popular, lo que presupone que cualquier humano tiene conciencia autónoma e intangible que le permite decidir, lo que también exige el reconocimiento de la igualdad jurídica. Obviamente,
la pena y todas las restantes consecuencias jurídicas, privan, limitan
o restringen ciertos derechos. No obstante, toda pérdida o afectación
de derechos proveniente de la consecuencia jurídica de un delito, debe
tener un límite temporal dentro del sistema republicano, no siendo
admisible que de un delito emerja una consecuencia jurídica negativa
imborrable durante toda la vida del sujeto. De aceptarse lo contrario,
la ley estaría creando una capitis disminutio o la muerte civil, con
la consecuencia de que ello daría lugar a una categoría de ciudadados
degradados, marcados a perpetuidad, estigmatizados por la vida, para
los cuales la posibilidad de rehabilitarse civilmente sería imposible.
Esta posibilidad es inadmisible incluso en los delitos más graves,
cualquiera sea la teoría de la pena que se sostenga, puesto que por
grave que sea el delito siempre es indispensable prever un momento en
el cual, después del cumplimiento o extinción de la pena, la huella
jurídica del delito se extinga definitivamente.


           Resulta claro que la prisión perpetua, en el código argentino no es
tal, pues goza de la libertad condicional a los veinte años, y antes
de esta posibilidad, del régimen de salidas transitorias y de
semilibertad previstos en la ley 24.660, que puede obtenerse a los
quince años" y que:


           "Desde esa perspectiva, la prisión perpetua del código vigente no
es inconstitucional en sí, dado que no es perpetua en sentido
estricto, sino relativamente indeterminada, pero determinable, pues
tiene un tiempo límite si el condenado cumple con los recaudos de la
libertad condicional. tampoco es inconstitucional como pena fija,
siempre que en el caso concreto no viole la regla de irracionalidad
mínima, pues guarda cierta relación de proporcionalidad con la
magnitud del injusto y de la culpabilidad. Sólo lo sería en los
supuestos en que esta última condición resulte violada en concreto. ".


           De allí que contrario a lo que expone la defensa oficial como
fundamento de la petición de su asistido, la reclusión perpetua no
tiene una fecha de agotamiento propia en la legislación de fondo sino
que depende de los plazos para la libertad condicional, del
cumplimiento de los requisitos estipulados -art. 53 C.P. en el caso-,
de la efectiva concesión de la libertad condicional a partir de la
cual se deberán contar cinco años para la decisión definitiva de
acuerdo con los informes de los organismos exigidos en el código de fondo.


           Que por otra parte tampoco resulta pertinente el tratamiento de la
inconstitucionalidad del art. 52 del Código Penal. A los efectos de la
libertad condicional su exclusión resulta indiferente pues la propia
defensora en el cómputo que aportó cuando hizo su descargo aseveró que
aún considerando los cinco años complementarios que exige el art. 53
del C.P., el tiempo que lleva en detención supera los plazos exigidos.
Pero además merece destacarse que la revisión de esa medida excede el
marco de decisión del Juez de Ejecución desde que la disposición ha
quedado firme desde hace más de veintisiete años. Bien señala Rubén
Alderete Lobo en su obra "La libertad condicional en el Código Penal
Argentino "que:" ¿Puede el juez de ejecución revisar si el tribunal de
juicio procedió correctamente a imponer la accesoria de reclusión por
tiempo indeterminado? La respuesta a este interrogante resulta, casi
instintivamente, negativa, ya que una vez impuesta esta pena por
sentencia condenatoria firme adquiere el carácter de cosa juzgada.


           Sin embargo, la cuestión es bastante más compleja. En primer lugar,
recordemos que la Cámara Nacional de Casación Penal sentó la doctrina
de que la reincidencia es una cuestión de hecho que debe ser analizada
en el momento en que sus efectos se producen. Si se acepta que el juez
de ejecución pueda pronunciarse ilimitadamente sobre la reincidencia
del condenado, ¿por qué no habrá de poder hacerlo sobre cada una de
las que integran la cadena sucesiva de penas que habilitó la
imposición de la accesoria?. En tal sentido, si éste considera, de
acuerdo con esta competencia amplia, que alguna de esta reincidencias
no se ajusta a derecho, ¿debe mantener la accesoria pese a que no se
verifiquen los supuestos legales?.


           Oportunamente fijamos nuestra posición respecto de la posibilidad
de que el juez de ejecución revise la reincidencia debatida y
pronunciada en juicio, inclinándonos por el rechazo del criterio. en
consecuencia, también pensamos que éste carece de competencia para
revisar lo resuelto por el tribunal de juicio y dejar sin efecto la
pena accesoria impuesta, del mismo modo que tampoco podría imponerla
si considera que se verifica el supuesto legal. La única posibilidad
que tendría el juez de ejecución de hacer caer la reclusión por tiempo
indeterminado es a través de la facultad que le otorga el art. 504
CPPN en los casos de aplicación de una ley penal más benigna.

           Queda por tratar el pedido de la libertad condicional formulado por
la defensa oficial.


           A tal efecto he de coincidir con esa parte que conforme el rechazo
del recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto por el Sr. Fiscal de
Cámaras Dptal. por parte de la Excma. Suprema Corte de Justicia
Provincial (ver fs. 51/4) ha quedado firme lo resuelto en el recurso
de revisión en el cual, por imperio de la Ley 24.390, se modificó el
cómputo de pena de fs. 1.743 de los autos principales, disponiendo que
Carlos Eduardo Robledo Puch cumplió veinticinco años de reclusión el
día 12 de julio de 1995.


           También he de acordar con la Dra. Colombo que con esa variable
temporal más el tiempo transcurrido hasta la fecha, se halla cumplido
el plazo exigido por el Art. 13 -según ley 11.179 (que debe regir
ultractivamente por su mayor benignidad temporal respecto de la ley
25.892 de conformidad con el postulado del art. 2 del C.P.) y 53 del
código de fondo, cuya suma debe estipularse en el plazo de veinticinco
años en este caso de reclusión.


           Que la evaluación temporal no ha sido materia de discusión por
parte del Representante del Ministerio Público Fiscal, quien centró su
disenso, reitero, en el incumplimiento de las restantes condiciones
previstas por el art. 53 en cuanto requiere que el condenado "..
hubiere mantenido buena conducta, demostrando aptitud y hábito para el
trabajo, y además actitudes que permitan suponer verosímilmente que no
constituirá un peligro para la sociedad",     basándose para ello en el
correspondiente informe elevado por la autoridad penitenciaria de fs. 37/38.


           Que en dicho informe efectivamente se consigna: "Tras analizar los
elementos volcados por las diferentes áreas de tratamiento sobre quien
nos ocupa, se emite una opinión pronóstica desfavorable, respecto del
pronóstico de inserción social" para el beneficio INCIDENTE POR
AGOTAMIENTO DE PENA, que quien nos ocupa si bien ha logrado un
correcto desenvolvimiento Institucional, consideramos que el mismo se
debe a una sobreadaptación, operando el Sistema Carcelario como
regulador de su actuar, límites que no posee por sí mismo, por lo que
no se puede evaluar su buen desempeño como un logro obtenido, sino por
el contrario, necesita de él para una correcta regulación interna, lo
que nos permite inferir que de no contar con marcos tan estrictos no
sería capaz de sostener favorablemente a nivel conductual. A lo
anteriormente expuesto aunamos como relevante la información brindada
por el equipo interdisciplinario, específicamente sobre el informe psicológico Forense, en el cual queda claramente explicitado su estructura de personalidad la cual lo imposibilita de acceder a una positiva reinserción social continuado, siendo un sujeto de alto
riesgo social. Consideramos oportuno reiterarse la ausencia de contención en el afuera, no contando con referentes, lo que determinaría aún más sus posibilidades de una positiva reinserción social".


           Que no obstante la contundencia de las conclusiones resumidas, es
sabido que el dictamen del Servicio Penitenciario se trata de un
informe de cariz administrativo, orientativo y no vinculante con la
decisión a adoptar, que dependerá  pura y exclusivamente de la
evaluación del órgano judicial, basada fundamentalmente en los datos y
referencias que componen y que formaron el trabajo integral del
Servicio Penitenciario.


           Que analizadas las variables objetivas expuestas por los distintos
componentes de la autoridad informante,  puede verse como dato
relevante una nula capacitación educacional con incidencia en el plano
laboral pues ha impedido su especialización para trabajar. Ello se
advierte del desinterés del interno que puede evidenciarse en la
circunstancia de no haber continuado con ninguna actividad escolar o
educativa, no obstante una potencialidad intelectual estimada como
superior a la media de la población carcelaria (fs.35), pudiendo
hacerlo, ya que se ha establecido que tiene estudios secundarios
incompleto habiendo cursado hasta segundo año. Tampoco ha desarrollado
oficio alguno pues admitió que nunca trabajó antes de su detención
habiéndose dedicado a robar (fs. 30), habiendo limitado su prestación
en la unidad carcelaria a las tareas de mayor sencillez como las de
mantenimiento en el sector intramuro, labores que no son demostrativas
de una aptitud para el trabajo como el que exige la normativa de
fondo, aptitud que, de determinarse, facilitará y posibilitará el fin
último de la pena. Ese contexto, revelador de una actitud desidiosa o
cuanto menos de una palpable falta de iniciativa, no es menguado con
otros variables pues aún con las mejoras que los señores miembros del
Departamento Técnico Criminológico informan,  tampoco su conducta
puede ser definida como buena en función de las veinte sanciones que
se le han aplicado -algunas de gravedad- (ver fs. 32) y de su eventual
adaptación futura a la sociedad. No he de ingresar mayormente a las
conclusiones psicológicas informadas pero de ellas extraigo, como dato
objetivo, la falta de vínculos afectivos extracarcelarios que puedan
operar como referentes que impliquen una contención en miras a un
futuro regreso a la vida cotidiana.


           Las variables fácticas estimadas precedentemente permiten
establecer que el interno no ha aplicado el celo necesario para
alcanzar  la progresividad indispensable en el régimen carcelario que
posibilite su adecuado reingreso a la sociedad, esto sin adentrarme a
analizar los aspectos emergentes de los estudios psicológicos que
abastecen el dictamen del Sr. Fiscal Gral. Adjunto, que deberán ser
profundizados a los efectos de implementar técnicas especializadas de
acuerdo a los programas formulados para cada régimen orientándolo a
dar apoyo y esclarecimiento al interno especialmente para revertir sus
aspectos negativos y evaluar la posibilidad de que se le brinden
trabajos extramuro conforme lo apuntado a fs. 35 vta. (art. 41 y
concordantes de la ley 12.256) y siempre en miras de lograr la
evolución que posibilite la concreción de la meta de resocialización
que pregona la Constitución Nacional.


           Por lo expuesto de conformidad con lo dispuesto en los Arts. 13 y
53 y conc. del C.P., 25 inc. 1º y conc. del C.P.P., corresponde y 



      RESUELVO

           I..- RECHAZAR el pedido de libertad por agotamiento de pena
solicitado por el interno CARLOS EDUARDO ROBLEDO PUCH y sostenido por
su defensora oficial Dra. Patricia A. Colombo, por los fundamentos
expuestos en el considerando. (Arts. 5, 6, 13, 53 y conc. C.P.).

           II.- RECHAZAR el pedido de Libertad condicional  formulado por la
Dra. Patricia A. Colombo, conforme los argumentos apuntados en el
considerando. (Art. 13, 53 y concordantes del C. Penal).


           III.- RECHAZAR el pedido de inconstitucionalidad del art. 52 del
C.P. por las razones aportadas en el considerando. (Art. 57 Const. Prov.).


           III.- ORDENAR la profundización de los estudios psicológicos y
pquiátricos efectuados sobre el interno CARLOS EDUARDO ROBLEDO PUCH a
los efectos de implementar técnicas especializadas de acuerdo a los
programas formulados para cada régimen orientándolo a dar apoyo y
esclarecimiento al interno especialmente para que superen los aspectos
negativos destacados y evaluar la posibilidad de que se le brinden
trabajos extramuro conforme lo apuntado a fs. 35 vta.. (Art.  41 y
conc. de la ley 12.256).

Regístrese, notifíquese.


       

                            DUILIO A. CAMPORA
                                  PRESIDENTE
           
   


       BERNARDO HERMIDA LOZANO
                     Secretario

